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INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE PROYECTOS PARA LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS PARA EL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PRESENTADA POR LOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, EN VOZ DEL DIPUTADO LUIS GURZA JAIDAR.
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE  ZARAGOZA.

P R E S EN T E.-
El que suscribe DIPUTADO LUIS GURZA JAIDAR, conjuntamente con los demás miembros  del GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, del PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, en uso de las facultades conferidas por los artículos 59, fracción I; 60, y 67, fracción IX, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como en los artículos 21, fracción IV; 152, fracción I; 161, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en mi carácter de Diputado integrante de la Sexagésima Legislatura de este Honorable Congreso vengo a someter a la consideración del Pleno de esta Soberanía Popular bajo la siguiente:

Exposición de motivos

Los esquemas que permiten la participación privada en el desarrollo de infraestructura y provisión de servicios son un fenómeno que se ha extendido mundialmente.
Dichos esquemas, permiten satisfacer necesidades colectivas con la participación conjunta del sector público y el sector privado, procurando una transferencia equitativa de riesgos entre uno y otro, a través de mecanismos flexibles que se traducen en una gran variedad de modalidades, según las necesidades de cada proyecto.
La experiencia internacional, sobre todo la europea del uso de estos esquemas en los sectores de carreteras, hospitales y del agua demuestran, una aceptación creciente de estos arreglos como mecanismos complementarios  o alternativos a las necesidades públicas de infraestructura y servicios. 
En América Latina y el Caribe la adopción de este tipo de esquemas es más reciente sin embargo países como Brasil, Chile, Perú y Colombia los han utilizado de manera muy provechosa.
Su utilización, trae importantes beneficios como lo son, la aceleración de la provisión de infraestructura al ofrecer la posibilidad de traducir un pago anticipado de capital en un flujo constante de fondos por servicios requeridos; la implementación acelerada que estos esquemas permiten al adjudicarse al particular la responsabilidad de diseñar y construir el proyecto, además el flujo de pagos provee un incentivo en el privado de entregar los proyectos en periodos de tiempo más cortos; la reducción en los costos de vida total del proyecto; Se mejoran incentivos para el desempeño y mejora en la calidad y el precio del servicio, como resultado de una mejor integración de los servicios a través del uso de los activos,  por mencionar algunos.
En nuestro país los primeros antecedentes de este tipo de contratos se dieron en el marco de las reformas de liberalización y privatización en los mercados mexicanos.
Así, a mediados de los noventas se dieron los primeros cambios institucionales mediante la modificación de leyes para producir  bienes públicos y la construcción de infraestructura, a través de esquemas conocidos como PIDIREGAS. 
Los PIDIREGAS permitían que inversionistas privados, con fondos de inversión construyeran y transfirieran obra pública al gobierno, quien a su vez se comprometía a cubrir el costo de esta inversión por medio de la generación de ingresos derivados de la operación de dicha infraestructura y realizando pagos diferidos en un plazo largo, de conformidad a lo pactado en un contrato, sin embargo este tipo de esquemas sólo podían realizarse en los sectores estratégicos planeados conforme a los artículos 25 y 28 de la Constitución Federal.
Unos años después de la creación e implementación de los PIDIREGAS, el marco normativo e institucional evolucionó de nuevo para permitir la participación privada no solo en la construcción de infraestructura, sino también en su diseño, operación, mantenimiento y financiamiento para la prestación de servicios públicos. Con ello se permitió este tipo de participación  en sectores como el de salud, educación y el carretero.
Ello, al crearse las reglas de lo que desde entonces se conoce como Proyectos para la Prestación de Servicios, publicadas en el Diario Oficial el 9 de enero de 2004.
La implementación de los Proyectos para la Prestación de Servicios en México, significó un rompimiento de paradigmas respecto al desarrollo de infraestructura en Latinoamérica, promoviendo la adecuada planeación, autorización y seguimiento de proyectos, especialmente en el sector de infraestructura social.
 Del mismo modo las bondades del esquema han promovido su implementación en el ámbito estatal, mejorando aspectos técnicos y la administración y mitigación de riesgos con base en las lecciones aprendidas del gobierno federal.
En el año 2012 entró en vigor en nuestro país la Ley de Asociaciones Público- Privadas y con esto México dio un paso importante a nivel federal para proveer de mayor seguridad y certeza jurídica a los inversionistas privados que se asocian con gobierno compartiendo riesgos, en proyectos de infraestructura a largo plazo, formalizándose el esquema para conjuntar recursos  privados y estatales con el objeto de generar importantes ahorros a las finanzas públicas, la ley también incluye un importante componente de transparencia, a través del cual instruye a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público a mantener registros públicos de todas las obras y contratos.
En el caso de nuestro estado, desde el año 2009 se encuentra vigente la Ley de Proyectos para la Prestación de Servicios para el Estado Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, esta ley regula las acciones relativas a la planeación, programación, presupuestación, evaluación, aprobación, control, licitación, contratación y ejecución de Proyectos para Prestación de Servicios que realicen las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y Municipal así como proyectos de inversión productiva, investigación aplicada y/o de innovación tecnológica. 
El último de los ordenamientos referidos fue objeto de una importante reforma integral, que esta soberanía aprobó en el año 2016 que permitió actualizar la normatividad coahuilense incorporando en ella las mejores prácticas internacionales y que incluyó los avances y experiencia ganados en la federación y en otras entidades federativas en la materia.
No obstante que los beneficios de la citada reforma son indiscutibles, quienes suscribimos estamos convencidos de que el entorno social, económico y de competitividad actuales exigen la búsqueda constante de nuevas fórmulas que agilicen el uso de herramientas como los proyectos para la prestación de servicios, una de estas fórmulas es la de las propuestas no solicitadas.
Las propuestas no solicitadas son aquellas en las que los particulares interesados en desarrollar un proyecto para la prestación de un servicio, presenten sus propuestas, sin que se hayan solicitado o hayan convocado a concurso por alguna entidad de la administración pública.
Esta institución se edifica como una plataforma que permite introducir la innovación y flexibilidad del sector privado a una infraestructura pública urgida de creatividad y nuevos enfoques. 
En este sentido su implementación propicia las condiciones e incentivos para que el sector privado presente proyectos que, de ser de interés del sector público, puedan llevarse a la práctica, lo que coadyuva a aumentar la capacidad del gobierno para implementar proyectos para la prestación de servicios, al acelerar proyectos y atraer , mayores recursos, razones por las cuales esta herramienta ha sido incorporada en la Ley Federal de Asociaciones Público-Privadas y en múltiples legislaciones de entidades federativas como la de Nuevo León, Baja California Sur, Quintana Roo, y Chiapas por mencionar algunas.
En base a lo anterior, es que proponemos ante ustedes la modificación a la Ley de Proyectos pata la Prestación de Servicios para el Estado de Coahuila, a efecto de adicionar un capítulo IIII BIS denominado “De las Propuestas no Solicitadas” y 12 artículos que lo componen, disposiciones en las que se fijan los requisitos que deberán cumplir estas solicitudes; el plazo con el que la autoridad contará para su análisis y evaluación así como para emitir la opinión de viabilidad que corresponda sobre la procedencia del proyecto y del concurso; el procedimiento que habrá de realizarse en caso de que se considere procedente la propuesta; establecer que en caso de que la dependencia o entidad decidiera no celebrar el concurso deberá adquirir los estudios realizados, junto con los derechos de autor y de propiedad industrial correspondientes, mediante el reembolso de todos los costos incurridos, etc.
Asimismo,  al hacer la revisión del ordenamiento, constatamos la necesidad de armonizar nuestra ley local con la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios, ordenamiento que contiene disposiciones referentes a este tipo de financiamientos y contratos. 
En atención de las consideraciones previamente expuestas y con la finalidad de dar cumplimiento a lo previsto en el  transitorio mencionado, presentamos la presente iniciativa con proyecto de:
DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE PROYECTOS PARA LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS PARA EL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
ÚNICO.- Se reforma el artículo 27 y se adiciona el Capítulo III BIS, con los artículos 13-A al 13-K al13–L que lo conforman, de la Ley de Proyectos para la Prestación de Servicios para el Estado Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:
Capítulo IIII BIS

De las Propuestas no Solicitadas
Artículo 13-A. Cualquier interesado en realizar un proyecto de asociación público-privada podrá presentar su propuesta a la dependencia o entidad estatal competente. Para efectos del párrafo anterior, las dependencias o entidades estatales deberán publicar en la Gaceta Oficial del Estado y en su página de Internet, un acuerdo mediante el cual determinen las propuestas de proyectos de asociación público-privada que estarán dispuestas a recibir, especificando como mínimo los sectores, subsectores, ámbitos geográficos, tipo de proyectos, metas físicas estimadas, fechas previstas de inicio de operación, o beneficios esperados, así como su vinculación con los objetivos nacionales, estrategias y prioridades contenidas en el Plan Estatal de Desarrollo y en los programas sectoriales o institucionales que de él deriven. En estos casos, sólo se analizarán por las dependencias o entidades las propuestas recibidas que atiendan los elementos citados.
Artículo 13-B. Las propuestas a que se refiere el artículo anterior, deberán cumplir los requisitos siguientes:
I. Se presentarán acompañadas con el estudio preliminar de factibilidad que deberá incluir los aspectos siguientes: 
a) Descripción del proyecto que se propone, con sus características y viabilidad técnicas; 

b) Descripción de las autorizaciones para la ejecución de la obra que, en su caso, resultarían necesarias, con especial mención a las autorizaciones de uso de suelo de los inmuebles de que se trate, sus modificaciones y la eventual problemática de adquisición de éstos; 

c) La viabilidad jurídica del proyecto; 

d) En su caso, la rentabilidad social del proyecto;

e) La conveniencia de llevar a cabo el proyecto mediante un esquema de asociación público privada; 

f) Las estimaciones de inversión y aportaciones, en efectivo y en especie, tanto federales y de los particulares como, estatales y municipales, en las que se haga referencia al costo estimado de adquisición de los inmuebles, bienes y derechos necesarios para el proyecto; 

g) La viabilidad económica y financiera del proyecto, y 

h) Las características esenciales del contrato de asociación público-privada a celebrar. En el evento de que la propuesta considere la participación de dos o más personas morales del sector privado, las responsabilidades de cada participante de dicho sector; 

II. Los proyectos se encuentren en los supuestos señalados en los acuerdos que, en su caso, la dependencia o entidad competente haya expedido conforme al segundo párrafo del artículo 13-A de esta Ley, y

III. No se trate de propuestas no solicitadas previamente presentadas y ya resueltas. 
El Reglamento señalará los alcances de los requisitos mencionados en las fracciones del párrafo anterior, sin que pueda establecer requisitos adicionales. 
Si la propuesta no solicitada incumple alguno de los requisitos a que se refiere este artículo, o los estudios se encuentran incompletos, no será analizada. 
En los informes trimestrales que el Ejecutivo Local, por conducto de la Secretaría de Finanzas, presente al Congreso Local, se deberán señalar las propuestas no solicitadas que las dependencias y entidades hayan recibido durante el período que se reporta, que cumplan con todos los requisitos establecidos en el presente artículo.
Artículo 13-C. La dependencia o entidad competente que reciba la propuesta contará con un plazo de hasta dos meses para su análisis y evaluación. Este plazo podrá prorrogarse hasta por un mes adicional, cuando la dependencia o entidad así lo resuelva en atención a la complejidad del proyecto. 
Artículo 13-D. En el análisis de las propuestas, la dependencia o entidad podrá requerir por escrito al interesado aclaraciones o información adicional, o podrá ella misma realizar los estudios complementarios. 
Asimismo, podrá transferir la propuesta a otra dependencia o entidad del sector público estatal, o invitar a estas y otras instancias del ámbito municipal a participar en el proyecto. 
Para la evaluación de la propuesta no solicitada deberá considerarse, entre otros aspectos, la alineación a los objetivos, metas y estrategias estatales, sectoriales, institucionales, especiales o regionales; la rentabilidad social del proyecto de asociación público-privada, en caso de ser aplicable; la conveniencia para llevar a cabo dicho proyecto mediante un esquema de asociación público-privada; las estimaciones de inversiones y aportaciones, y la viabilidad económica-financiera.
Artículo 13-E. Transcurrido el plazo para evaluación de la propuesta y, en su caso, su prórroga, la dependencia o entidad emitirá la opinión de viabilidad que corresponda, sobre la procedencia del proyecto y del concurso o bien sobre la adquisición de los estudios presentados. 
La aludida opinión se notificará al promotor y deberá publicarse en la página de Internet de la dependencia o entidad y en CompraNet, dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha en que haya sido emitida, sin incluir información reservada o confidencial en términos de las disposiciones aplicables. 
Artículo 13-F. Si la propuesta no solicitada es procedente y la dependencia o entidad decide celebrar el concurso, éste se realizará conforme a lo previsto en el capítulo IV de la presente Ley y las disposiciones siguientes:
I. La dependencia o entidad convocante entregará al promotor del proyecto un certificado en el que se indicará el nombre del beneficiario, monto, plazo y demás condiciones para el reembolso de los gastos incurridos por los estudios realizados, para el evento de que el promotor no resulte ganador o no participe en el concurso. Este reembolso será con cargo al adjudicatario del contrato, en los términos que se indiquen en las bases del concurso o en su defecto con cargo a la propia dependencia o entidad. Contra entrega de este certificado, todos los derechos relativos a los estudios presentados pasarán al dominio de la dependencia o entidad convocante; 
II. El promotor suscribirá declaración unilateral de voluntad, irrevocable, en la que se obligue a: 
a. Otorgar sin limitación alguna toda la información relativa al proyecto, que le sea solicitada por cualquier postor en el concurso, incluyendo hojas de trabajo y demás documentos conceptuales o proyectos alternos; y 
b. Ceder los derechos y otorgar las autorizaciones en materia de derechos de autor y propiedad industrial, así como cualquier otra para que el proyecto pueda desarrollarse en el evento de que el ganador del concurso sea distinto al mismo promotor; 

III. La dependencia o entidad podrá contratar con terceros, conforme al artículo 37-A de esta Ley, la evaluación de los proyectos o la realización de estudios complementarios que se requieran para convocar al concurso;
IV. La convocatoria al concurso se realizará siempre y cuando se hayan cumplido todos los requisitos de la sección primera del capítulo II de esta Ley y de las fracciones I y II del presente artículo. 
Si el concurso no se convoca por causa imputable al promotor, éste perderá en favor de la dependencia o entidad convocante todos sus derechos sobre los estudios presentados - incluso si el proyecto se concursa- y se hará efectiva la garantía de seriedad en los términos que determine el reglamento;
 V. El promotor que presentó la propuesta con base en la cual se realiza el concurso, tendrá un premio en la evaluación de su oferta, que se establecerá en las bases y que no podrá exceder del equivalente a un diez por ciento en relación con los criterios señalados para adjudicar el contrato. 
El Reglamento establecerá métodos y procedimientos para calcular este premio;
VI. En el evento de que en el concurso sólo participe el promotor, deberá adjudicársele el contrato, siempre que haya cumplido con todos los requisitos previstos en las bases del citado concurso, y 
VII. En caso de que se declare desierto el concurso, la dependencia o entidad convocante deberá cubrir el costo de los estudios con base en el certificado a que hace referencia la fracción I del presente artículo, en un plazo de 30 días hábiles a partir de la fecha en que se declaró desierto. 
Artículo 13-G. Si el proyecto se considera procedente, pero la dependencia o entidad decide no celebrar el concurso deberá  adquirir los estudios realizados, junto con los derechos de autor y de propiedad industrial correspondientes, mediante el reembolso de todos los costos incurridos. 
Artículo 13-H. En los supuestos de los artículos 13-F fracción I y 13-G de esta Ley, el promotor deberá justificar los gastos realizados y su monto. El monto a reembolsar será determinado por un tercero acordado por ambas partes, contratado específicamente para ello y previo el respectivo estudio de mercado. 
Artículo 13-I. Si el proyecto no es procedente, por no ser de interés público, por razones presupuestarias o por cualquier otra razón, la dependencia o entidad así lo comunicará al promotor. En todo caso, el promotor estará a lo dispuesto en el artículo siguiente. 
Artículo 13-J. Cuando se presenten dos o más propuestas en relación con un mismo proyecto y más de una se consideren viables, la dependencia o entidad resolverá en favor de la que represente mayores beneficios esperados y, en igualdad de condiciones, en favor de la primera presentada. 
Artículo 13-K. La presentación de propuestas sólo da derecho al promotor a que la dependencia o entidad las analice y evalúe. La opinión de viabilidad por la cual un proyecto se considere o no procedente, no representa un acto de autoridad y contra ella no procederá instancia ni medio de defensa alguno. 
Artículo 13-L. En caso de que durante el plazo de evaluación, el interesado no proporcione la información solicitada sin causa justificada o bien, promueva el proyecto con alguna otra entidad o de alguna otra manera, o ceda su propuesta a terceros, se dará por concluido el trámite y el interesado perderá en favor del Ejecutivo local todos sus derechos sobre los estudios presentados, incluso si el proyecto se concursa, previa garantía de audiencia.
Artículo 27.  En la contratación de las obligaciones que deriven de la contratación de proyectos para la prestación de servicios las dependencias y entidades estatales y municipales se sujetarán a lo previsto en la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios y en las demás disposiciones aplicables.
T R A N S I T O R I O S
PRIMERO.-Publíquese el presente Decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- El presente decreto entrará en vigor el día de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

ATENTAMENTE,

SALTILLO, COAHUILA, 18  DE DICIEMBRE DE 2017

DIPUTADO LUIS GURZA JAIDAR.
LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. GEORGINA CANO TORRALVA
DIP. GRACIELA TRUEBA CARRILLO

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. ANTONIO NERIO MALTOS
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. JULIÁN EDUARDO MEDRANO AGUIRRE
DIP. MARÍA DEL SOCORRO LOZANO DÁVILA

ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE PROYECTOS PARA LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS PARA EL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
